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I. CONSIDERACIONES GENERALES. 


Como es sabido la Economía Social es una actividad económica, como su propio nombre indica, y que, como tal, combina factores de producción (trabajo, capital e iniciativa y gestión empresariales). Es, en definitiva, una actividad que produce bienes y servicios para el mercado. Hasta aquí no hay peculiaridad alguna que la distinga de otras actividades empresariales. Se ha dicho, en busca de una diferenciación, que la Economía Social satisface un interés colectivo. Es cierto, pero también todas las empresas satisfacen un interés de esta naturaleza: sus bienes y servicios se dirigen a una pluralidad de sujetos normalmente indeterminada y son producidos por otro conjunto de personas que obtienen de su trabajo o de la participación o cesión de capitales una renta que satisface también intereses colectivos. 

La calificación de un interés como general requiere por tanto una diferenciación más esencial. Dicha calificación puede venir por dos vías distintas. Primera, que el legislador haga esta calificación directamente; por ejemplo, las actividades de inclusión social, la defensa de los derechos fundamentales, la promoción de la acción social, el fomento de la tolerancia, la defensa del medio ambiente, el fomento de la investigación científica, la ayuda a personas discapacitadas, etc., son actividades que suponen una expresión de solidaridad, dado que defienden aspectos básicos de la organización social y política y que, como tales, merecen un reconocimiento especial del legislador. La segunda vía es que estas actividades se lleven a cabo desde una figura jurídica predeterminada también legislativamente: sociedad cooperativa, sociedad laboral, asociación, fundación, etc. Más aún, en ocasiones la ley exige que estas figuras jurídicas (entidades) no tengan finalidad lucrativa. No obstante esta doble vía, lo normal es que la ley exija la unión de ambas en el sentido de la necesidad de un doble requisito: una actividad determinada y calificada de interés general y que, además, se realice por una entidad también fijada por una norma con valor de ley. 


Como puede deducirse de los anteriores razonamientos la calificación de un interés colectivo como general es una decisión compleja. No sólo requiere siempre que la decisión sea legislativa, sino que además la actividad sea realizada por una entidad jurídica predeterminada y que, en ocasiones, no tenga finalidad de lucro. El estudio del interés general requiere un análisis detenido de cada uno de estos tres componentes. 

La necesidad de una ley para la determinación del interés general a que nos referimos obedece a dos razones distintas. Primera, la importancia que para la vida social y económica tiene una determinada actividad. Hoy en día, en los sistemas democráticos, la figura constitucional de la reserva de ley no juega un papel de garantía como lo hizo históricamente, cuando constituía un mecanismo de defensa frente a las peticiones del monarca absoluto. Hoy no hay nada de qué defenderse frente al Poder Legislativo, integrado por los representantes del pueblo democráticamente elegidos. Las materias cubiertas por la reserva de ley son todas aquellas que por su importancia política, social y económica demandan la actuación del Poder Legislativo. A esta necesidad contribuye cada día más la propensión de las Constituciones a contener en su texto mandatos al Poder Legislativo para que realice políticas que normalmente se consideran como de interés general: promoción de la ciencia y la investigación científica, deber de conservar el medio ambiente, derecho a una vivienda digna, mantenimiento del régimen público de Seguridad Social, defensa de los consumidores y usuarios, integración de personas discapacitadas, promoción del empleo, etc. La Constitución Española de 1978 es un buen ejemplo de esta necesidad. Mandatos del Constituyente a los poderes públicos (y, por tanto, en primer lugar, al Poder Legislativo) para que desarrollen determinadas políticas en una línea determinada: protección, desarrollo, acceso, disfrute, etc., propias de un Estado Social como España. La Ley Fundamental española establece este tipo de mandatos en el Capítulo III de su Título I. Todos ellos, denominados principios de política social y económica, constituyen un verdadero semillero, como veremos posteriormente, de actividades de interés general. 

El legislador, en la mayoría de los casos, no considera suficiente la realización de estas políticas para calificarlas de interés general. Exige, además, que sean llevadas a cabo por determinadas personas jurídicas y, más concretamente, por tipos jurídicos concretos: asociaciones (y, especialmente, las mutualidades como un subgrupo de ellas), fundaciones y determinados subtipos de sociedades (sociedades cooperativas y sociedades laborales) y las mutuas, que se caracterizan por actuar en el campo del seguro. Son un conjunto de entidades que tienen un denominador común: el protagonismo de sus miembros. Concretamente su funcionamiento democrático (cooperativas, asociaciones y mutuas), la irreversibilidad de la dotación para la realización de los fines (fundaciones) y la aproximación de los trabajadores a la toma de decisiones (sociedades laborales). 


Son, como acabamos de ver, un conjunto de personas jurídicas diversas, que se separan de la sociedad capitalista que se debe tomar como modelo de comparación para entender mejor este grupo de entidades de Economía Social que hemos descrito sintéticamente y al que volveremos a referirnos posteriormente. Baste decir ahora que son figuras jurídicas más complejas en relación con el modelo de sociedad capitalista. Además, deben cumplir determinados requisitos establecidos por la ley. Tienen limitaciones concretas en relación con este modelo capitalista, exigidas en gran parte por el principio democrático (que obliga, lógicamente, a la dotación de fondos especiales que contribuyan al mantenimiento y difusión de este espíritu de igualdad) o por el mantenimiento de una dotación que se ha adscrito a un fin, en el caso de las fundaciones, o en otros casos, la necesidad de realizar el tráfico económico con sus propios miembros o el sometimiento de los títulos de socio a un derecho de tanteo en el caso de transmisión de los mismos.


Ciertamente la falta de ánimo de lucro de las entidades de Economía Social constituye un requisito de precisión no fácil y que ha originado un debate y una doctrina muy amplia. No hay duda de que su significado está claro en el sentido de que, como regla general, las personas jurídicas asociativas de Economía Social no pueden distribuir sus beneficios como lo hacen las sociedades capitalistas. 

Finalmente, también debe excluirse que los dirigentes de las entidades de Economía Social tengan una retribución excesiva en términos absolutos o relativos. Este último límite es, obviamente, de concepción difícil, pero puede y debe reflejar un espíritu necesario en este tipo de sociedades. Siempre se puede decir que los miembros de las entidades de Economía Social son los que deben fijar este límite dentro de sus órganos colegiados adecuados, máxime aquellas donde el principio democrático (un hombre, un voto) es perfecto. En teoría, puede y debe ser así. No obstante la realidad pone de manifiesto que, en ocasiones, no se producen así las situaciones y que la preocupación de los miembros (socios o mutualistas) se centra, principalmente, en las condiciones de la prestación que ellos reciben: suficiencia salarial, coste de su seguro más reducido que el que ofrecen las compañías aseguradoras capitalistas, precio más bajo de los productos o servicios que los que oferta el mercado, mayores garantías en la previsión social, etc. 

Dicho esto, lo que debe recordarse es que una entidad de Economía Social de naturaleza asociativa (cooperativas, sociedades laborales, mutuas, mutualidades, asociaciones y sociedades de garantía recíproca) que obtenga beneficios está ante un hecho positivo. Puede aplicar éstos a reservas sociales, lo que fortalece en definitiva la entidad de que se trate favoreciendo a sus miembros y pudiendo utilizarlos como un dato para ajustar a la baja el precio de las prestaciones exigido a sus miembros, considerando que estos han sido, hasta el momento de que se trate, excesivos. En ambos casos no hay una distribución del beneficio, pero los efectos de éste son favorables para la entidad y sus miembros o socios. 


A la vista de las anteriores consideraciones cabe concluir que la Economía Social es “una actividad empresarial que realiza un interés general llevada a cabo por determinadas entidades con limitaciones en la obtención del lucro”.


El primer tramo de esta definición califica la Economía Social como “una actividad empresarial” y, como tal, dirigida a la producción de bienes y servicios para el mercado mediante la combinación de factores de producción. Quedan fuera, pues, todas las actividades altruistas no sometidas a las reglas del mercado, las transferencias de financiación a personas o entidades a título gratuito y todas aquellas acciones que terminen en un fenómeno de autoconsumo. 


La segunda parte de la definición es la realización de un interés general. Ya nos hemos referido anteriormente a este requisito, clave en la Economía Social. Su determinación es competencia del Poder Legislativo.

II. LA REALIZACIÓN DEL INTERÉS GENERAL POR LAS DISTINTAS CLASES DE COOPERATIVAS. 


Como es sabido bajo la figura societaria de las sociedades cooperativas se agrupan tipos distintos de ellas: de producción (de trabajo asociado), de consumo, de enseñanza, sanitarias, de asistencia social y cooperativas de empresarios creadas para facilitar servicios a sus socios (agrarias y de servicios). 


El denominador común de todas ellas lo constituye el protagonismo de sus miembros, que cristaliza en su funcionamiento democrático. Además, el cumplimiento de los principios cooperativos universalmente admitidos y, principalmente, los de libre adhesión y baja voluntaria. 


La Constitución Española (CE), en su artículo 129.2, contiene un mandato a los poderes públicos: “(...) fomentarán, mediante una legislación adecuada, las sociedades cooperativas”. Esta exigencia de fomento hay que entenderla (y así se ha hecho) como el establecimiento de medidas favorables al desarrollo de las mismas: exenciones, bonificaciones tributarias y subvenciones, principalmente. 


La relación de las cooperativas con intereses generales concretos debe ser examinada por separado con cada grupo de ellos. Así, las cooperativas de producción (trabajo asociado) y de servicios entroncan con el objetivo constitucional de protección y búsqueda del pleno empleo establecido en los artículos 35 y 40 de la Constitución. Estas entidades crean un empleo positivo y responsable en grado sumo, dada la participación plena de los trabajadores en la empresa, la información máxima sobre su funcionamiento y situación y, en definitiva, su participación en las decisiones de la empresa. A la protección y calidad de este empleo contribuye, además, la obligación de estas entidades de constituir dos fondos específicos: uno, de garantía (el fondo de reserva obligatorio) y otro de fortalecimiento del sector cooperativo en general (el fondo de educación y promoción). 


Las cooperativas de consumo realizan el interés general de protección de los consumidores establecido por el artículo 51 de la Constitución: “Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios (...) promoverán su información y educación, fomentarán sus organizaciones y oirán a estas en las  cuestiones que puedan afectar a aquellos, en los términos que la ley establezca”.


Este precepto constitucional es de una plenitud y expresividad extraordinarias. La definición que de las cooperativas de consumidores y usuarios ofrece la Ley 27/1999, de 16 de julio, General de Cooperativas, en su artículo 88, es también muy amplia: “aquellas que tienen por objeto el suministro de bienes y servicios adquiridos a terceros o producidos por sí misma, para uso y consumo de los socios y de quienes con ellos conviven, así como la educación, formación y defensa de los derechos de sus socios en particular y de los consumidores y usuarios en general”. La importancia de estas cooperativas es notable en España, dada la extensión subjetiva que la Ley General citada les atribuye en el mismo precepto: “Las cooperativas de consumidores y usuarios podrán realizar operaciones cooperativizadas con terceros no socios, dentro de su ámbito territorial, si así lo prevén sus Estatutos”.


Por su parte las cooperativas de viviendas realizan el interés general de permitir o facilitar el acceso a la vivienda establecido en la Constitución. Como es sabido, el artículo 47 de la Ley Fundamental dispone que “Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho (...)”.


La cooperativa, a través del protagonismo y la capacidad de decisión de sus socios permite que éstos se organicen, hagan sus propios proyectos ajustados a sus necesidades y posibilidades y los lleven a cabo con una reducción en el coste global al menos, en principio, igual al beneficio que hubiese obtenido un promotor capitalista. La Ley General de Cooperativas antes citada, artículos 89 a 92, establece con flexibilidad y buen sentido la competencia de estas entidades basada, no solo en la lógica, sino también en la experiencia: pueden parcelar y adquirir terrenos, pueden enajenar o arrendar a terceros los locales comerciales y edificaciones complementarias y se permite la construcción por fases o promociones. 


Las cooperativas de empresarios (agrarias y de servicios) contribuyen al progreso económico y social establecido en el artículo 40.1 de la Constitución: “Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad económica”.


Las cooperativas agrarias, según el artículo 93 de la Ley General a que nos venimos refiriendo, “asocian a titulares de explotaciones agrícolas, ganaderas o forestales que tienen como objeto la realización de todo tipo de actividades y operaciones encaminadas al mejor aprovechamiento de las explotaciones de sus socios, de sus elementos o componentes, de la cooperativa y a la mejora de la población agraria y del desarrollo del mundo rural (...)”.

Está claro, de una parte, que “el mejor aprovechamiento de las explotaciones agrarias” contribuirá a una mayor productividad y eficiencia de las mismas a través de una reducción de costes (entre otros efectos positivos), lo que supone contribuir al progreso económico y, en última instancia, al progreso social a los que se refiere la Constitución. 


La regulación de estas cooperativas agrarias está hecha con una flexibilidad plausible y que ha contribuido a su desarrollo, expansión y eficiencia. Así, pueden formar parte de ellas entidades que desarrollen una actividad complementaria: sociedades de transformación, comunidades de regantes, comunidades de aguas, etc. Desde otra perspectiva, las cooperativas agrarias desarrollan un conjunto amplísimo de funciones: adquisición y elaboración, manipulación y transformación de productos, saneamiento y mejora de terrenos destinados a la agricultura, ganadería y bosques, actividades encaminadas a la promoción y mejora de la población agraria y el medio rural, etc. 


Contribuye, igualmente, a la flexibilidad conveniente a que hemos hecho referencia anteriormente la autorización establecida por la Ley General antes citada para que puedan desarrollar operaciones con terceros no socios hasta el límite del 50 por 100 de las realizadas con los socios. 


Las cooperativas de servicios responden a la misma lógica (mutatis mutandis) y búsqueda de eficiencia de las explotaciones de sus socios que hemos visto anteriormente en las cooperativas agrarias. El artículo 98 de la Ley General de 1999 las define como aquellas que “asocian a personas físicas o jurídicas titulares de explotaciones industriales o de servicios y a profesionales o artistas que ejerzan su actividad por cuenta propia, y tienen por objeto la prestación de suministros y servicios, o la producción de bienes y la realización de operaciones encaminadas al mejoramiento económico y técnico de las actividades profesionales o de las explotaciones de sus socios”.


A este tipo genérico de cooperativas de servicios hay que agregar las cooperativas de transportistas (que responden a la misma finalidad) y determinadas cooperativas sanitarias y de enseñanza que se inscriben en la misma línea. 


Como acabamos de decir, la regulación es bastante paralela a la de las cooperativas agrarias que hemos visto anteriormente. También aquí se permite realizar operaciones con terceros no socios hasta un cincuenta por ciento del volumen total de la actividad cooperativa realizada con sus socios (art. 98). Responden a la misma lógica ya vista: mejorar la eficiencia de las explotaciones económicas de sus socios. 


Con carácter general los mecanismos de actuación de los Poderes Públicos en el fomento que ordena la Constitución siguen dos caminos diferentes. Primero, las subvenciones de la Administración General y de las Administraciones autonómicas con ocasión de situaciones diversas: creación, ampliación de puestos de trabajo, formación, inversiones y acciones de mejora de la competitividad, etc. Por su parte la segunda vía constituye un régimen fiscal específico más favorable que el normal y cuyo principal exponente es una tributación bonificada en el Impuesto sobre Sociedades. La Ley 20/1990, de 19 de diciembre, de Régimen Fiscal de las Cooperativas, distingue entre cooperativas protegidas (con un tipo de gravamen reducido) y especialmente protegidas (con una bonificación, además, del 50 por 100 de la cuota íntegra).


El contrapunto de la promoción estatal a las cooperativas no es solo la fidelidad a su naturaleza (funcionamiento democrático y, por ello, participación importante de los trabajadores). Es también la exigencia de un grado de solvencia específico a través del Fondo de Reserva obligatorio e irrepartible entre los socios que la cooperativa debe constituir con independencia de los que se establezcan con carácter imperativo en función de su actividad o calificación. Igualmente, la constitución, también obligatoria, de un Fondo de Educación y Promoción destinado principalmente a la difusión del cooperativismo, promoción de las relaciones intercooperativas y desarrollo profesional. En definitiva, una dotación que busca el fortalecimiento del espíritu cooperativo, las acciones asociativas y la promoción profesional de los socios. Objetivos, sin duda, del mayor interés y que han contribuido a un fortalecimiento de este tipo de empresa a que nos referimos. 

III. LA NECESIDAD DE FOMENTAR EL ASOCIACIONISMO COMO INSTRUMENTO DE DIFUSIÓN DEL MOVIMIENTO COOPERATIVO. 

Como es sabido el cooperativismo tiene más de un siglo a sus espaldas, como ya indicamos anteriormente en este trabajo. Las cooperativas de consumo y las llamadas cooperativas obreras se sitúan a finales del siglo XIX
. De entonces a nuestros días el desarrollo ha sido importante pero probablemente menor del que debía esperarse en un país con una tasa de desempleo tradicionalmente alta. Resulta, pues, necesario conocer las grandes razones y los obstáculos existentes que impiden un mayor desarrollo de esta forma de empresa. 

La idea y el modelo de sociedad cooperativa son, sin duda, conocidos por la sociedad española, como no podía ser por menos. No lo es, sin embargo, científicamente y por un sector ciudadano que pueda calificarse de general. Las encuestas de opinión sobre las soluciones individuales al desempleo ponen de manifiesto la preferencia de los desempleados por la empresa privada capitalista y la empresa pública, que son las que dicen conocer, y las muy escasas preferencias por las fórmulas empresariales de autoempleo. Aunque no sea una respuesta razonada es significativa y plantea la necesidad de conocer sus causas y adoptar las medidas adecuadas. 


La primera, en mi opinión, es un mejor conocimiento de esta figura. La falta de enseñanza detallada que se da en los centros universitarios de Derecho, Ciencias Empresariales, Económicas y, por supuesto, en las Escuelas de Negocio, es bien conocida. No se puede apreciar lo que no se conoce y no puede compararse con otros modelos cuando de uno de ellos, el cooperativo, solo se tiene una idea aproximada. La sociedad cooperativa tiene tres rasgos esenciales que la hacen atractiva. Primero, la limitación de la responsabilidad de los socios, algo importante y apreciado por los trabajadores que no comprometen su patrimonio personal. Es un rasgo común con otros tipos sociales (salvo la regular colectiva), pero muy estimado en el campo laboral por razones obvias. Segundo, la gestión de la sociedad es democrática, lo que constituye un hecho diferencial esencial. No es solo que el trabajador se aproxime a la toma de decisiones. Es que participa en ellas. Este funcionamiento democrático genera dos hechos positivos. En primer lugar, facilita al máximo la aportación de experiencia y de conocimiento por parte de los socios. Esta aportación de experiencia y conocimientos mejora la productividad y, en consecuencia, da una mayor estabilidad a la sociedad cooperativa y contribuye también en conjunción con otros factores a aumentar su competitividad. En tercer lugar, genera un sentimiento de propiedad en común que dota de una especial flexibilidad a los órganos sociales en situaciones de especial dificultad producidas por la necesidad de la movilidad funcional o territorial, reducción de empleo, etc. Las experiencias que se conocen en materia de reducción de empleo abonan esta flexibilidad y las mayores posibilidades de buscar soluciones desde la convergencia. 


Esta necesidad de un mayor conocimiento de las estructuras y funcionamiento de las cooperativas se extiende más allá del campo estricto de la enseñanza normalizada. Debe extenderse a campos tan importantes como el asesoramiento, la intervención, los servicios de empleo que son requeridos por los ciudadanos para la búsqueda de soluciones, entidades financieras, etc. En definitiva, un mayor y más profundo conocimiento de las Cooperativas de Trabajo Asociado por todos los actores que se relacionan con los demandantes de empleo conduce siempre a un mejor servicio profesional o público. 

El primer requisito para el desarrollo del cooperativismo es la información, posteriormente la formación de los trabajadores que quieran integrarse en él y la difusión del modelo mismo. La fuerza de los modelos de empresa capitalista privada y empresa pública es tan intensa que las sociedades cooperativas han pasado a constituir una excepción. 


La formación tiene pues un carácter esencial. Las cooperativas tienen a su favor el factor de la puesta en común por parte de los trabajadores de su propia experiencia. El primer paso para la investigación es la experiencia, entendida como el conocimiento científico de los hechos que generan un resultado y una situación. El carácter de interesados propios o copropietarios que tienen los socios cooperativos facilita al máximo la puesta en común de la experiencia a que nos referimos y los avances en la investigación que sean procedentes. Nada externo se excluye de este proceso. Ni otras aportaciones, ni la aplicación de las tecnologías que sean convenientes. Conviene insistir en este proceso de acumulación de experiencias por parte de los trabajadores. A partir de él, puede iniciarse un avance de la investigación que interese y puede tener como resultado el inicio de procedimientos y acciones de innovación siempre esenciales en la actividad empresarial. 


Este razonamiento, que es válido para la actividad económica que realice la cooperativa, lo es también para la organización y el desarrollo de la actividad social misma. La Ley General de Cooperativas de 1999 establece como uno de los fondos sociales obligatorios el de Educación y Promoción. Sus actividades son muy amplias, aunque ceñidas lógicamente a su campo propio: formación en los principios y valores cooperativos, promoción cultural y asistencial y mejora de la calidad de vida. Nada impide que esta actividad de formación y promoción se dedique a otros campos, dada la amplitud de sus enunciados. Por otra parte, y como aspecto interesante, el artículo 56 de esta Ley de 1999 permite que en el cumplimiento de estos fines las cooperativas puedan colaborar con otras sociedades y entidades pudiendo actuar en régimen de financiación común. 

En fechas pasadas se ha producido la aprobación por parte del Parlamento Europeo del ‘Informe sobre la contribución de las cooperativas a la salida de la crisis’, a través del cual se constata el hecho de que, en la actualidad,  las cooperativas continúan creciendo y creando empleo en mayor medida que otras fórmulas empresariales. El documento destaca también que el cooperativismo contribuye al pluralismo económico, constituyendo un elemento indispensable de la economía social de mercado y siendo totalmente acorde con los valores del Tratado de la Unión Europea y con los objetivos de la Estrategia Europa 2020.

A través de la citada Resolución “sobre la contribución de las Cooperativas a la salida de la crisis” la Eurocámara solicita a la Comisión Europea y a los Estados Miembros que potencien las cooperativas y otras empresas de Economía Social como herramientas destinadas a tratar de salir de la crisis. Tal y como se desprende de lo señalado en la citada Resolución, en la actualidad las cooperativas están generando y manteniendo empleo, a la vez que muestran mejores niveles de crecimiento (en número de empresas, puestos de trabajo y mantenimiento de actividad) que otros modelos empresariales. Debido a ello desde el Parlamento Europeo se demanda una mayor atención a las cooperativas y a la Economía Social dentro de las políticas de recuperación económica de la UE, de las políticas industriales, del Plan de Emprendimiento 2020 y de los Fondos Estructurales 2014-2020.

El asociacionismo de agentes económicos de la misma naturaleza, normalmente, es un fenómeno común en la economía de nuestros días. La conveniencia de constituir una interlocución unificada frente a los poderes públicos, la representación y defensa de intereses comunes, la realización de proyectos de interés colectivo, etc., han sido siempre motivos de unión y de actuación institucionalizada de las  personas y grupos sociales. En la medida que estos agentes económicos han sido más débiles económica o socialmente la necesidad de asociarse ha sido, lógicamente, más sentida. 


La Ley General de Cooperativas, artículos 117 y siguientes, establece un campo amplio de figuras asociativas: uniones de cooperativas, federaciones y confederaciones. Se trata de una ordenación administrativa aunque, lógicamente, con amplitud en su contenido pero con un sabor claramente organizativo. Es un asociacionismo representativo, con una vocación de interlocución frente a los Poderes Públicos y con una función conciliadora entre las distintas entidades, principalmente. 


Por nuestra parte estimamos conveniente defender un asociacionismo más específico y con objetivos concretos con la vista puesta en salvar dificultades importantes, en promover cambios también esenciales en sectores de la vida cooperativa y en proponer modificaciones normativas. Como se ha dicho es un asociacionismo funcional, flexible, que puede incluso tener un carácter ad hoc y que no impide que siga existiendo el asociacionismo regulado en la Ley General y que hemos visto anteriormente. 


En esta línea, podría hablarse de un asociacionismo con finalidades financieras en la línea ya apuntada: para negociar condiciones o la creación de una situación informativa previa de interés, o de la promoción y difusión de una sociedad de garantía recíproca, etc. Puede, igualmente, crearse un asociacionismo que tenga como finalidad trabajar e informar a la Administración sobre la conveniencia de un cambio normativo (por ejemplo, en el campo fiscal) o buscar una relación diferenciada con instituciones comunitarias como el Fondo Social Europeo o una facilitación de operaciones exportadoras, etc. 


Los intereses comunes de las cooperativas, en general, son muy diversos y la eficacia puede ser superior si el planteamiento y la defensa de los mismos se hace colectivamente, de manera que se transmita mejor la entidad de los mismos. 

La coordinación de actuaciones y medidas entre los agentes económicos es siempre una política conveniente por la utilidad del intercambio de experiencias, la reducción de costes, la financiación compartida, el mayor eco en el círculo económico de que se trate, etc. Lo es más aún en aquellos sectores de la actividad como la Economía Social, en los que el punto de arranque de las entidades no tiene el respaldo que ofrecen las empresas capitalistas. 


Esta coordinación es siempre una regla de organización y economía positiva, más aun en las empresas participativas que compiten en condiciones de desigualdad real con las empresas capitalistas, por sus mayores dificultades para acceder al mercado de capitales, por sus conexiones financieras más débiles, menos eco social de sus actuaciones, etc. El ordenamiento español tiene unas posibilidades amplias de coordinación organizadas desde planteamientos diversos. La Ley 27/1999, de Cooperativas, establece el Fondo obligatorio de Educación y Promoción que se destinará, entre otras finalidades, a la promoción de las relaciones intercooperativas. Igualmente, la Ley contempla distintas figuras en cuyo seno la colaboración y coordinación es posible. Así, todo el fenómeno del asociacionismo cooperativo: uniones, federaciones y confederaciones. Todas ellas tienen, no solo funciones de representación y defensa de intereses generales, sino también de promoción y formación cooperativa y de organización de servicios de asesoramiento y, en general, todos los que sean convenientes a los intereses de los socios. 


En este sentido estimamos interesante seguir el ejemplo adoptado en países como Reino Unido, que en su día aprobó una Ley destinada a permitir agilizar la constitución de cooperativas en el Reino Unido y acabar con la dispersión y obsolescencia legislativa que caracterizaban las más de una quincena de disposiciones diversas que reglamentaban esta forma de hacer empresa en dicho país. De este modo se persigue reducir la burocracia y ayudar a construir una “economía más justa” al amparo de la cual las personas puedan hacerse socios de las cooperativas y participar de los beneficios de las mismas. Téngase presente que en la actualidad hay más de 12 millones de socios cooperativistas en el Reino Unido, empleando las cooperativas a más de 235.000 personas.

Como se ha señalado la aprobación de la nueva Ley persigue que se cree de forma fácil y natural una cooperativa, como cualquier otra forma de negocio. Debe precisarse a este respecto que, en realidad, en Inglaterra las cooperativas como tal no representan una forma legal reconocida, pudiendo operarse como cooperativa siendo una compañía limitada, un CIC (Community Interest Companies) o, por ejemplo, una Industrial and Provident Society (IPS). No siendo denominada cooperativa, esta última forma legal (IPS) es la que mejor se adapta a los valores y principios cooperativos, porque reconoce, por ejemplo, la toma de decisiones democrática y el principio de "un miembro, un voto". Sin embargo en la actualidad la legislación existente en torno a esta forma legal no resulta muy clara. Al contrario, es difusa y las referencias a las IPS están muy fragmentadas en distintas normas. Así las cosas a través de la presente Ley se persigue unificar dicha legislación (inicialmente recogida en la Co-operatives and Community Benefit Societies Act 2003), de tal manera que todo el proceso para la creación y registro de una cooperativa sea también más sencillo y así promover este modelo empresarial. Unificar la legislación en torno a las IPS y hacerla más "asequible" facilita también el trabajo a quienes, en este momento, se encargan de apoyar la creación de nuevas empresas, desde abogados hasta asesores que, hasta la fecha, y en muchos casos, ni siquiera se atrevían a sugerirle a los emprendedores la opción de una “cooperative”, porque ni entendían en qué consistía ni cómo se gestionaba esta forma empresarial.
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